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			Introducción

			Las últimas reformas legislativas de 
los juicios de desahucio

			La regulación de los juicios de desahucio en la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil (LEC, a partir de este momento), se ha visto reiteradamente alterada en los últimos años por las modificaciones introducidas, en primer lugar, por la Ley 13/2009, de 23 de noviembre, de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva Oficina Judicial (LORLPOJ, en adelante); en segundo término, por la Ley 19/2009, de 23 de noviembre, de medidas de fomento y agilización procesal del alquiler y de la eficiencia energética de los edificios (LMFAPA, en lo sucesivo); y, en tercer lugar, por la Ley 37/2011, de 10 de octubre, de Medidas de Agilización Procesal (LMAP, en lo que sigue).

			A todas ellas se sumó también la posterior Ley 4/2013, de 4 de junio, de medidas de flexibilización y fomento del mercado de alquiler de viviendas (LMFFA, en lo sucesivo), y posteriormente la Ley 42/2015, de 5 de octubre, de reforma de la LEC (LRLEC, en adelante).

			A este catálogo de reformas cabe añadir, ya más recientemente, la operada por la Ley 5/2018, de 11 de junio (LRLEC18, en lo que sigue), que introdujo una nueva modalidad de juicio verbal de desahucio (a saber: el desahucio de los ocupantes de una vivienda que posean la misma ilegalmente) y, por último, la llevada a cabo por la novedosa Ley 12/2023, de 24 de mayo, por el derecho a la vivienda (LDV, en adelante), que afecta a diversos y numerosos aspectos de la regulación legal de los juicios de desahucio.

			A)La primera de dichas normas legales, en verdad, y por su carácter genérico, tan sólo afecta al ámbito de los procesos arrendaticios en lo que se refiere a la novedosa atribución a los entonces Secretarios Judiciales (hoy Letrados de la Administración de Justicia -LAJ-) de la posibilidad de pronunciarse sobre la admisión de las demandas de desahucio.

			Por ello, son las restantes leyes citadas las que, al proyectarse sobre dicho ámbito procesal arrendaticio, han conllevado sustanciales y significativas reformas del mismo.

			La LRLEC, por su parte, y que también presenta un carácter genérico, modificó sustancialmente el proceso a través del cual han de tramitarse las pretensiones de desahucio, esto es, el juicio verbal. En este sentido, y tratándose el de desahucio de un juicio verbal por razón de la materia (art. 250.1 LEC), en el que, por tanto, va a ser en todo caso preceptiva la intervención de Abogado y Procurador, tras la entrada en vigor de la citada LRLEC estos juicios verbales habrán de iniciarse mediante una demanda ordinaria (art. 437.1 LEC), a la que seguirá, una vez sea admitida a trámite, un trámite escrito de contestación a la demanda (art. 438 LEC; excepto en los juicios de desahucio por falta de pago, donde se seguirá el trámite especial del art. 440.3 LEC) y una eventual vista oral (que las partes solicitarán fundamentalmente cuando, por existir hechos controvertidos, precisen de la oportuna actividad probatoria); del ámbito de los juicios de desahucio desaparece, pues, el trámite de la demanda sucinta (art. 437.2 LEC).

			B)A los solos efectos sistemáticos y de claridad expositiva, y para que el lector tenga un rápido conocimiento de cuáles son las principales innovaciones que, con relación al derecho vigente hasta ese momento, introdujo la LMFAPA, en el marco de los juicios verbales de desahucio, digamos brevemente que dichas reformas procesales son las siguientes:

			1.Determinación de que todas las reclamaciones de rentas y cantidades debidas por el arrendatario, bien sean ejercitadas de manera individualizada, o bien de forma acumulada a una acción de desahucio, sean en todo caso tramitadas a través de los cauces del juicio verbal.

			Para ello, el legislador reformó los arts. 249.1.6º y 250.1.1º LEC, acabando así con el disparate jurídico que suponía que si dichas reclamaciones se formulaban junto con la acción de desahucio, entonces las mismas se enjuiciaban a través del juicio verbal, mientras que si se ejercitaban de manera aislada o individualizada se tramitaban entonces por el proceso ordinario que correspondiese en atención a la cuantía reclamada.

			Además, desde la aprobación de esta reforma normativa se prevé igualmente que si dichas rentas son reclamadas en el proceso monitorio, de producirse la oposición del deudor el asunto pasará a ventilarse definitivamente en un juicio verbal, y ello con independencia de cuál sea la cuantía reclamada (v. nuevo art. 818.3 LEC).

			2.Mejora en la regulación de la aceptación del anuncio de condonación de rentas y costas que el arrendador puede incorporar voluntariamente a su demanda.

			Con la introducción de un nuevo apartado 3 en el art. 21 LEC y de un nuevo párrafo segundo en el art. 447.1 LEC, se dispuso que, cuando se produzca la referida aceptación por el arrendatario, el tribunal habrá de dictar sentencia de condena en la que se homologará dicho allanamiento.

			Además, tras la reforma de la LMFAPA, dicho anuncio de condonación y dicho allanamiento podrán tener lugar, no sólo en los juicios verbales de desahucio por falta de pago, como sucedía hasta ahora, sino también en los juicios verbales de desahucio por expiración legal o contractual del plazo (v. la nueva redacción del art. 437.3 LEC).

			3.Regulación de la oposición a la enervación del desahucio y mejoras técnicas en la regulación de los supuestos de ineficacia de la enervación.

			La redacción del art. 22.4.I. LEC dada por la LMFAPA (que se mantiene en la sustancial tras la LMFFA) dispuso que, ejercitada la enervación por parte del arrendatario, a la misma podrá oponerse el arrendador aduciendo el incumplimiento de los presupuestos legales que la condicionan, lo cual dará lugar a una vista oral con este objeto, tras cuya celebración el Juez, o bien dictará sentencia por la que declarará enervada la acción, o bien, en otro caso, estimará la demanda habiendo lugar al desahucio.

			Por su parte, el segundo párrafo de dicho art. 22.4 LEC introdujo algunas precisiones en la regulación de las distintas causas de ineficacia o improcedencia de la enervación, a saber: a la causa relativa a la existencia de una válida enervación anterior, se opone ahora como contraexcepción el hecho de que el cobro de dicho pago enervatorio no hubiese tenido finalmente lugar por causas únicamente imputables al arrendador, mientras que a la causa relativa a la existencia de un previo requerimiento de pago, el legislador reduce de dos meses a uno (y ahora, tras la LMFFA, a «treinta días») el tiempo de antelación al inicio del juicio de desahucio con que ha de verificarse aquel requerimiento.

			4.Determinación de que, en caso de enervación del desahucio, las costas procesales se impondrán al arrendatario.

			Con respecto a esta cuestión, sobre la que el silencio que guardaba la regulación anterior a la LMFAPA motivó la aparición de diversas corrientes jurisprudenciales contradictorias entre sí, la redacción dada al art. 22.5 LEC disipó todas las dudas: en caso de enervación la condena en costas procesales se impondrá al demandado arrendatario.

			5.Nueva regulación del momento en que ha de solicitar el arrendatario el reconocimiento del derecho a la asistencia jurídica gratuita.

			Para lo cual se introdujo un nuevo apartado 4 en el art. 33 LEC, que en la actualidad se mantiene vigente.

			6.Mejora en la regulación de los actos de comunicación.

			Para ello, y en primer término, con la modificación que se operó en el art. 155.3 LEC, se privilegió el domicilio para notificaciones que las partes hubieran acordado en el propio contrato de arrendamiento, extendiendo las posibilidades de comunicación cuando el demandado fuese una persona jurídica.

			En segundo lugar, se introdujo también un nuevo párrafo al art. 164 LEC, donde se clarificaron los supuestos en los que es procedente acudir al emplazamiento edictal del arrendatario.

			7.Se reconoce en la propia ley la posibilidad de imponer al arrendatario la condena de futuro consistente en pagar todas las rentas y cantidades que se devenguen desde la presentación de la demanda y hasta la entrega de la posesión efectiva de la finca.

			Se otorgó así rango legal, mediante la reforma del art. 220 LEC, a lo que hasta ahora tan solo venía siendo una orientación meramente jurisprudencial.

			8. Ampliación de las posibilidades de acumular acciones en los juicios de desahucio.

			La reforma de la redacción del art. 438.3.3º LEC (en la actualidad, tras la reforma llevada a cabo por la LRLEC, el art. 437.4.3ª LEC), y a diferencia de lo que venía aconteciendo hasta entonces, permitió de manera expresa que la acción de desahucio y la acción acumulada de reclamación de rentas vencidas pudiese dirigirse, no sólo frente al arrendatario, sino también frente al fiador o avalista solidario, previo requerimiento de pago no satisfecho.

			9.Se otorgó un problemático carácter sumario al juicio de desahucio por expiración legal o contractual del plazo.

			El art. 447.2 LEC, en la redacción debida a la LMFAPA, dispuso que, además de las sentencias dictadas en los juicios de desahucio por falta de pago (cuyo carácter sumario ya se reconocía antes de la reforma), no producirán tampoco efectos de cosa juzgada las sentencias que recaigan en los juicios de desahucio por expiración legal o contractual del plazo.

			Dicha previsión normativa, inexplicablemente, no fue acompañada de la necesaria reforma del art. 444.1 LEC (precepto que ahora, tras la reforma propiciada por la LMFFA, tampoco ha sido modificado), por lo que, tras la entrada en vigor de la LMFAPA, la limitación que en materia de alegaciones y prueba impone ese precepto al demandado arrendatario sigue operando, única y exclusivamente, en el marco de los juicios de desahucio por impago de la renta.

			Por tanto, dicha limitación (que es, en definitiva, el elemento que justificaba el carácter sumario de las sentencias dictadas en esa clase de procesos), no opera en absoluto en los desahucios por expiración del plazo arrendaticio, razón por la cual no se entiende que, en ausencia de limitación alguna en orden a la alegación y prueba de las respectivas pretensiones de las partes, el legislador haya decidido gratuita e infundadamente conceder ese carácter sumario a las sentencias que recaigan en los mismos.

			10.Simplificación y agilización de la ejecución de la sentencia de desahucio.

			A la consecución de tal finalidad se arbitraron en la LMFAPA diversas medidas legislativas.

			Así, y en primer lugar, si en la demanda sucinta de desahucio el arrendador interesa “que se tenga por solicitada la ejecución del lanzamiento en la fecha y hora que se fije por el Juzgado” (art. 437.3 LEC), eso sola mención, de cuya existencia y efectos se advertirá al demandado en la citación a la vista oral (art. 440.3.II LEC, en su redacción posterior a la LMFAPA), «será suficiente para la ejecución directa (...) sin necesidad de ningún otro trámite para proceder al lanzamiento en el día y hora señalados en la propia sentencia o en la fecha que se hubiera fijado al ordenar la citación al demandado» (art. 549.3 LEC).

			Y, en segundo término, se dispuso ya con carácter general que, en orden a la ejecución de resoluciones de condena de desahucio por falta de pago de rentas o cantidades debidas, o por expiración legal o contractual del plazo, el plazo legal de espera al que se refiere el art. 548 LEC «no será de aplicación».

			De igual forma, en la redacción del art. 703.4 LEC, regulador de la ejecución consistente en la entrega de bienes inmuebles, se introdujo la modificación consistente en prever que si en el desarrollo de la ejecución se entregare la posesión efectiva de la finca al ejecutante, se dictará entonces decreto declarando ejecutada la sentencia y cancelando la diligencia.

			C)Por su parte, la posterior LMAP introdujo en el ámbito del juicio de desahucio otras diferentes modificaciones, alguna de ellas ciertamente significativa, a saber:

			1.Modificación del momento procesal en el cual el arrendatario puede enervar la acción de desahucio por falta de pago de las rentas o cantidades debidas.

			En el marco de dicho concreto juicio de desahucio, y mediante la reforma del art. 22.1 LEC, el legislador dispuso que aquel arrendatario que pretenda enervar la acción únicamente podrá verificarla durante el plazo de diez días que se le conferirá en el requerimiento que el LAJ, en cumplimiento de lo dispuesto en el art. 440.3 LEC (también reformado por la LMAP, y de nuevo, como se dirá después, por la LMFFA) le trasladará una vez admitida la demanda sucinta.

			En consecuencia, a partir de la entrada en vigor de la LMAP, la enervación ya no puede producirse con eficacia en cualquier momento anterior a la celebración de la vista oral del juicio verbal (como sucedía hasta entonces), sino únicamente en el indicado plazo de diez días que se concederá al arrendatario, entre otros, a este concreto efecto, en el requerimiento al que nos referimos seguidamente.

			2.Importación al ámbito del juicio de desahucio por falta de pago de las rentas o cantidades debidas (y háyase o no acumulado al mismo la pretensión de condena al pago de las mismas) de un requerimiento de pago similar al que opera en el ámbito del proceso monitorio (arts. 812 y ss. LEC).

			La más importante y significativa reforma que introdujo la LMAP en el juicio de desahucio por falta de pago (no, pues, en los juicios donde se ventilen pretensiones de desahucio fundamentadas en otras distintas causas) es la que se acaba de enunciar, es decir, la introducción en el mismo de un requerimiento monitorio (sustitutivo de la citación de las partes a la vista oral), que sitúa al arrendatario en la tesitura de proceder voluntariamente al inmediato desalojo de la finca, de tener que pagar lo reclamado o de tener que formalizar una oposición expresa al desahucio, si no quiere que su simple inactividad frente al requerimiento le conduzca a encontrarse en la incómoda posición de parte ejecutada en un proceso de ejecución donde se llevará a efecto el desahucio (y, en su caso, la condena al pago de las cantidades adeudadas).

			A fin de incorporar dicho requerimiento de índole monitoria, el legislador reformó el art. 440.3 LEC (trasladando a un nuevo apartado 4 del mismo precepto los restantes contenidos del art. 440.3 LEC, en su anterior redacción), confesando al respecto en la Exposición de Motivos de la LMAP (apartado III) lo siguiente:

			“Se extiende el sistema del juicio monitorio a los juicios de desahucio por falta de pago, de modo que, en el caso de que el arrendatario no desaloje el inmueble, pague o formule oposición tras el requerimiento, se pasa directamente al lanzamiento, cuya fecha se le comunica en el mismo requerimiento, única comunicación procesal necesaria para el buen fin del proceso, aun cuando el demandado tratase de dilatar la ejecución, evitándose asimismo la celebración de vistas innecesarias”.

			3.Reforma del art. 449.6 LEC a fin de clarificar que, en los supuestos en que el ejercicio de un medio de impugnación se subordine al pago de las rentas vencidas o de las que vayan venciendo durante la sustanciación del recurso, lo único subsanable es la falta de presentación de la acreditación documental de haber cumplido con la referida exigencia, y no el incumplimiento de la misma, que resulta un defecto insubsanable.

			D)Este grupo de reformas legislativas de los juicios de desahucio que se ha ido introduciendo a lo largo de los últimos años continuó con la aprobación de la LMFFA, en la cual, y como se desgranará en los próximos apartados del presente comentario, introdujo varias y muy significativas reformas en la LAU, y varias y menos significativas reformas en la LEC. 

			Así:

			a)Por una parte, y en lo que se refiere a las modificaciones introducidas en la normativa material reguladora de los arrendamientos urbanos, y siguiendo lo que al respecto se apunta en la propia Exposición de Motivos de la LMFFA, cabe destacar las siguientes:

			1.A la hora de elaborar el contrato de arrendamiento, se refuerza «la libertad de pactos y dando prioridad a la voluntad de las partes, en el marco de lo establecido en el Título II de la Ley».

			2.En lo que atañe a la duración del arrendamiento, se reduce «de cinco a tres años la prórroga obligatoria y de tres a uno la prórroga tácita, con objeto de dinamizar el mercado del alquiler y dotarlo de mayor flexibilidad»; de esta forma, «arrendadores y arrendatarios podrán adaptarse con mayor facilidad a eventuales cambios en sus circunstancias personales».

			3.Se modifica el régimen de recuperación del inmueble por parte del arrendador, a fin de destinarlo a vivienda permanente, que ahora «requiere que haya transcurrido al menos el primer año de duración del contrato, sin necesidad de previsión expresa en el mismo, dotando de mayor flexibilidad al arrendamiento».

			4.Cambia, igualmente, la «previsión de que el arrendatario pueda desistir del contrato en cualquier momento, una vez que hayan transcurrido al menos seis meses y lo comunique al arrendador con una antelación mínima de treinta días», reconociéndose también en este punto «la posibilidad de que las partes puedan pactar una indemnización para el caso de desistimiento».

			5.Se intenta armonizar la protección de derechos de arrendador y arrendatario con la seguridad del tráfico jurídico, para lo cual, en primer lugar, se dispone que «los arrendamientos no inscritos sobre fincas urbanas no puedan surtir efectos frente a terceros adquirentes que inscriban su derecho» y, en segundo lugar, se establece que «el tercero adquirente de una vivienda que reúna los requisitos exigidos por el artículo 34 de la Ley Hipotecaria, no pueda resultar perjudicado por la existencia de un arrendamiento no inscrito».

			b)Por otra parte, y en lo atinente a las modificaciones introducidas en la regulación procesal de los juicios de desahucio, la Exposición de Motivos de la propia LMFFA las califica de «puntuales», y resume su contenido del siguiente modo: «se vincula el lanzamiento a la falta de oposición del demandado, de tal modo que si éste no atendiere el requerimiento de pago o no compareciere para oponerse o allanarse, el LAJ dictará decreto dando por terminado el juicio y producirá el lanzamiento, frente al sistema actual que impide señalar el lanzamiento hasta que no se sepa si la vista se ha celebrado o no».

			Respecto de estas últimas, téngase en cuenta que, conforme a lo dispuesto en la DT 2ª LMFFA: «A los procesos que estuvieran en trámite a la entrada en vigor de la presente ley no serán de aplicación las modificaciones introducidas en el artículo segundo. Estos procesos se sustanciarán, hasta que recaiga decreto o sentencia, conforme a la legislación procesal anterior».

			E)En penúltimo lugar, la LRLEC18, más que reformar la regulación de los juicios de desahucio en la LEC (que no lo hace), sí modifica el panorama de los mismos al introducir una nueva modalidad de ellos.

			En concreto, la citada ley de reforma regula la pretensión de desalojo de las personas que hayan ocupado una vivienda de manera ilegal, la cual, como se justificará y razonará en el posterior comentario (v. aptdo. 3 de la Primera Parte y la Quinta Parte de esta obra), constituye un verdadero juicio de desahucio y no (como formalmente, y de manera errónea, la ha configurado el legislador) una suerte de interdicto de recobrar la posesión.

			F)Por último, la recientísima LDV también introduce variadas reformas en la LAU y en la LEC.

			a)En que atañe a la LAU, en primer lugar, el propio legislador desgrana en el Preámbulo de la LDV cuáles son las principales reformas que la misma introduce y, en concreto:

			1.Se “establece un mecanismo de carácter excepcional y acotado en el tiempo, que pueda intervenir en el mercado para amortiguar las situaciones de tensión y conceder a las administraciones competentes el tiempo necesario para poder compensar en su caso el déficit de oferta o corregir con otras políticas de vivienda las carencias de las zonas declaradas de mercado residencial tensionado”, por lo que se establece “para las viviendas arrendadas, la posibilidad de que el arrendatario pueda acogerse a la finalización del contrato a una prórroga extraordinaria, de carácter anual, y por un periodo máximo de tres años, en los mismos términos y condiciones del contrato en vigor y, en los nuevos contratos de arrendamiento de viviendas que hubiesen estado arrendadas, a nuevos inquilinos, se plantea la limitación del alquiler en estas zonas, con carácter general a la renta del contrato anterior, aplicada la cláusula de actualización anual de la renta del contrato anterior, permitiendo ciertos incrementos adicionales máximos en determinados supuestos establecidos en la ley”.

			2.Además, “en estas zonas de mercado residencial tensionado, cuando el propietario sea un gran tenedor, o en el caso de viviendas que no hubiesen estado arrendadas como vivienda habitual en los últimos cinco años cuando ello se justifique en la declaración de la zona, no podrá exceder del límite máximo del precio aplicable conforme al sistema de índices de precios de referencia”.

			3.También se introducen mejoras en la regulación del contrato de vivienda y, entre ellas, “la introducción de una prórroga extraordinaria de un año al término del contrato, que podrá solicitarse en situaciones acreditadas de vulnerabilidad social y económica cuando el arrendador sea un gran tenedor de vivienda, así como el establecimiento de la obligación de que los gastos de gestión inmobiliaria y los de formalización del contrato sean a cargo del arrendador”.

			4.Finalmente, y con objeto de evitar incrementos desproporcionados en las actualizaciones anuales de los contratos de alquiler de vivienda, se “encomienda al Instituto Nacional de Estadística la definición, antes de la finalización del año 2024, de un nuevo índice de referencia para la actualización anual de los contratos de arrendamiento de vivienda”.

			b)Y en lo que se refiere a la LEC, en segundo y último término, las reformas que introduce la LDV (y que serán comentadas a lo largo de esta obra), pueden quedar resumidas con el siguiente pasaje del Preámbulo de la LDV:

			“A través de la disposición final quinta se introducen importantes mejoras en la regulación del procedimiento de desahucio en situaciones de vulnerabilidad, a través de una modificación de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. Entre otros aspectos, se puede destacar la eliminación de la necesidad de consentimiento del interesado en el traslado a las Administraciones públicas competentes para comprobar su situación de vulnerabilidad en procedimientos de desahucio, se amplía el ámbito de protección cuando se identifiquen situaciones de vulnerabilidad, se introducen diferentes mejoras técnicas en la redacción y, de acuerdo con los estándares jurisprudenciales e internacionales, no se establece un sistema de suspensión automática por el Letrado de la Administración de Justicia si se acredita vulnerabilidad, sino un sistema de decisión por el tribunal previa valoración ponderada y proporcional del caso concreto, fijando un plazo de suspensión en dos meses para las personas físicas y cuatro meses para las personas jurídicas, incrementando los actuales plazos de uno y tres meses, respectivamente.

			La disposición final quinta también introduce un procedimiento de conciliación o intermediación en los supuestos en los que la parte actora tenga la condición de gran tenedor de vivienda, el inmueble objeto de demanda constituya vivienda habitual de la persona ocupante y la misma se encuentre en situación de vulnerabilidad económica. La aplicación de este procedimiento facilitará a las Administraciones competentes dar adecuada atención a las personas y hogares afectados, ofreciendo respuesta a través de diferentes instrumentos de protección social y de los programas de política de vivienda”.

		

	
		
			Primera parte

			Las diferentes clases de juicios verbales de desahucio y su respectivo ámbito de aplicación

			1.Los procesos arrendaticios: la variada tipología procedimental dispuesta para el enjuiciamiento de los litigios en materia arrendaticia

			Como ya viene siendo habitual en nuestro ordenamiento procesal, la litigiosidad derivada de los vínculos y relaciones arrendaticias no se reconduce a un único tipo procedimental sino a varios de ellos.

			Quizás esta constatable variedad procesal sea la justa correspondencia a la igualmente diversa regulación de la figura de los arrendamientos en el ordenamiento material, pues es sabido que, junto al clásico contrato de arrendamiento regulado en el Código Civil (CC, en adelante; arts. 1542 y siguientes), conviven otras regulaciones especiales en materia de arrendamientos urbanos (Ley 29/1994, de 24 de noviembre –LAU-), en materia de arrendamientos rústicos (Ley 49/2003, de 26 de noviembre –LAR-) y en materia de arrendamientos rústicos históricos (Ley 1/1992, de 10 de febrero).

			Existe, además de una fragmentada ordenación de los llamados arrendamientos financieros (DA 3ª de la Ley 10/2014, de 26 de junio, de ordenación supervisión y solvencia de entidades de crédito, DA 1ª de la Ley 28/1998, de 13 de julio, de Ventas a Plazos de Bienes Muebles, y art. 106 de la Ley 27/2014, de 27 de noviembre, del Impuesto sobre Sociedades).

			Del texto de todas las reseñadas normas (completo e extractado, según convenga) se da cuenta en el Anexo 2 de la presente obra (“Regulación legal”).

			Pero, sea como fuere, sea por la razón apuntada o sea por las igualmente constatables diferencias que distinguen unos conflictos arrendaticios de otros de la misma índole, el caso es que, de la misma forma que sucedía con anterioridad, la vigente LEC también contempla un elenco variado de tipos procesales capaces todos ellos de albergar en su seno el enjuiciamiento de dichos litigios arrendaticios; a saber:

			1.1. Juicio ordinario 

			En efecto, el propio juicio ordinario (arts. 399 y ss. LEC) es el procedimiento adecuado para el enjuiciamiento de diferentes pretensiones arrendaticias, tanto en atención a la materia sobre la que verse la pretensión cuanto en referencia a la cuantía de la misma. 

			Así:

			A)Por razón de la materia litigiosa, de un lado, habrá de acudirse al juicio ordinario para el enjuiciamiento de aquellas demandas que versen sobre cualesquiera asuntos relativos a arrendamientos urbanos o rústicos de bienes inmuebles, salvo que se trate del desahucio por falta de pago o por extinción del plazo de la relación arrendaticia (art. 249.1.6ª LEC).

			B)Por razón de la cuantía de la pretensión, por otro, el juicio ordinario constituirá igualmente el procedimiento adecuado para el enjuiciamiento de todas aquellas pretensiones de índole arrendaticia que no se encuentren asignadas legalmente al juicio ordinario o al juicio verbal por razón de su materia (es decir, aquellas distintas a las contempladas en el citado art. 249.1.6º LEC y distintas también a las reflejadas en el art. 250.1.1º y 2º LEC), y siempre que las mismas sean de cuantía superior a 6000 euros (art. 249.2 LEC).

			Aquí, en consecuencia, se darán cita aquellas pretensiones locaticias del valor cuantitativo indicado que no versen estrictamente sobre arrendamientos de bienes inmuebles, únicos a los que expresamente alude el art. 249.1.6º LEC (así, por ejemplo, los arrendamientos de bienes muebles o de servicios).

			Tras la entrada en vigor de la LMFAPA, sin embargo, y desde esta óptica cuantitativa, las meras pretensiones de reclamación de rentas impagadas, en las que no se persigue también el desahucio del arrendatario, han dejado de tener al juicio ordinario como procedimiento adecuado cuando su cuantía supere el límite previsto en el art. 249.2 LEC, para pasar a tramitarse en todo caso, es decir, con independencia de cuál sea su cuantía, a través de los trámites del juicio verbal.

			Así se desprende de la vigente redacción del art. 249.1.6º LEC (que excluye del juicio ordinario los pleitos por “reclamaciones de rentas o cantidades debidas por el arrendatario”) y de la vigente redacción del art. 250.1.1º LEC (que incluye en el ámbito del juicio verbal los conflictos que “versen sobre reclamación de cantidades por impago de rentas y cantidades debidas”).

			Con tal innovación legislativa, como es sabido, se puso fin a lo que hasta entonces venía siendo un auténtico contrasentido legislativo. Nos explicamos: tras la reforma llevada a cabo en el art. 438.3.3º LEC (en la actualidad, tras la reforma llevada a cabo por la LRLEC, el art. 437.4.3ª LEC) por la Ley 23/2003, de 10 julio -la cual propició que en el juicio verbal de desahucio pudiera acumularse a la pretensión principal la acción de reclamación de rentas impagadas cualquiera que fuese su cuantía (ya que, con anterioridad a dicha reforma, no se permitía reclamar rentas cuya valor superara las 500.000 pesetas)-, ocurría que, si la reclamación de rentas vencidas se ejercitaba aisladamente (es decir, sin pretender también el desahucio del arrendatario moroso), y la cantidad reclamada era superior entonces a 3000 € (o a 6000 € tras la LRLPOJ), el procedimiento adecuado resultaba ser el “juicio ordinario” (art. 249.2 LEC), mientras que, por el contrario, cuando dicha reclamación se ejercitaba acumuladamente a una pretensión de desahucio por falta de pago o por extinción del plazo de la relación arrendaticia, entonces el proceso adecuado era el “juicio verbal” (antiguo art. 249.1.1º y art. 438.3 LEC), aunque la cuantía reclamada fuese superior a las anteriormente indicadas.

			En conclusión, por tanto, desde la entrada en vigor de la LMFAPA toda reclamación de rentas o cantidades debidas por el arrendatario, con independencia de cuál sea su cuantía, y con independencia igualmente de si la misma se formula individualizadamente o de manera acumulada a una pretensión principal de desahucio, habrá de ser tramitada necesariamente a través de los cauces del juicio verbal.

			1.2. Juicio verbal

			También el juicio verbal (arts. 437 y ss. LEC), en segundo término, es el procedimiento adecuado para el enjuiciamiento de ciertos litigios arrendaticios. 

			En concreto:

			A)Por razón de la materia litigiosa, es adecuado el juicio verbal para el enjuiciamiento de (1º) aquellas demandas “que, con fundamento en el impago de la renta o cantidades debidas por el arrendatario, o en la expiración del plazo fijado contractual o legalmente, pretendan que el dueño, usufructuario o cualquier otra persona con derecho a poseer una finca rústica o urbana, dada en arrendamiento, ordinario o financiero, o en aparcería, recuperen la posesión de dicha finca” (art. 250.1.1º LEC), así como (2º) aquellas otras demandas “que pretendan la recuperación de la plena posesión de una finca rústica o urbana, cedida en precario, por el dueño, usufructuario o cualquier otra persona con derecho a poseer dicha finca” (art. 250.1.2º LEC).

			B)Por razón de la cuantía de la pretensión, además, el juicio verbal también es el cauce adecuado para el enjuiciamiento de todas aquellas pretensiones de índole arrendaticia que no se encuentren asignadas legalmente al juicio ordinario o al juicio verbal por razón de su materia (es decir, aquellas distintas a las contempladas en los arts. 249.1.6º y 250.1.1º y 2º LEC).

			En particular, y como se señaló anteriormente, por los cauces del juicio verbal se tramitarán todas las pretensiones en las que se reclamen rentas y cantidades debidas por el arrendatario, cualquiera que sea su cuantía (arts. 249.1.6º y 250.1.1º LEC, redactados conforme a la LMFAPA), sin perjuicio, como vamos a ver ahora, del proceso monitorio.

			1.3. Juicio monitorio

			Finalmente, y para la simple pretensión de cobro de cantidades que adeude el arrendatario (es decir, sin que frente a él y por dicha causa se pretenda igualmente el desahucio del mismo de la finca arrendada), y siempre que dichas deudas consten en alguno de los documentos a que se refiere el art. 812 LEC, el arrendador dispondrá también de la posibilidad de formular su sola reclamación dineraria a través de los cauces del proceso monitorio (arts. 812 y ss. LEC).

			En consecuencia, y pese a lo categórico de los arts. 249.1.6º y 250.1.1º LEC (de cuyos enunciados literales quizás pudiera desprenderse que es el juicio verbal, con exclusión de cualesquiera otros tipos procesales ordinarios o especiales, el procedimiento adecuado para enjuiciar las reclamaciones de rentas y demás cantidades debidas por el arrendatario), dichas reclamaciones, con el requisito documental ante señalado, también podrán formularse a través del proceso monitorio.

			Y ello por autorizarlo así con toda evidencia el apartado 3 del art. 818 LEC (redactado conforme a la LMFAPA), precepto que, eso sí, establece la precisión de que, en caso de oponerse el deudor al requerimiento de pago monitorio, el asunto se resolverá definitivamente por los trámites del juicio verbal, cualquiera que sea la cuantía de lo reclamado.

			Con esta última precisión se pone fin a otra variante del mismo contrasentido al que aludíamos anteriormente, pues, hasta la entrada en vigor de la LMFAPA, cuando el arrendador acudía al proceso monitorio y el arrendatario se oponía a su pretensión de cobro (art. 818.1 LEC), si la cantidad reclamada era superior a 6000 € el asunto había de tramitarse por el “juicio ordinario” (art. 249.2 LEC), mientras que si dicha misma cantidad se reclamaba de forma acumulada a una pretensión de desahucio por falta de pago o por expiración del plazo arrendaticio, entonces el procedimiento adecuado (para reclamar la misma cantidad, insistimos) lo era el “juicio verbal” (art. 438.3 LEC).

			Dicho esto, cabe añadir también que, tras la reforma llevada a cabo por la LMAP en los juicios de desahucio por falta de pago, en los que dicha ley de reforma introdujo una suerte de requerimiento monitorio al arrendatario moroso (v. art. 440.3 LEC), la posibilidad de acudir al proceso monitorio de los arts. 812 y ss. LEC para reclamar las rentas vencidas, sin pretender el desahucio, mucho nos tememos que haya pasado a ser una hipótesis de laboratorio, absolutamente inusual o infrecuente en la práctica. 

			Y ello porque, en efecto, si el arrendador pueda ahora conseguir en un mismo juicio verbal de desahucio, no sólo el desalojo del inmueble por parte de aquel arrendatario incumplidor, sino también el pago de las cantidades adeudadas por éste, y todo ello mediante el empleo de un requerimiento judicial de naturaleza monitoria, es más que evidente que cualquier arrendador preferirá acudir al juicio verbal antes que al proceso monitorio digamos ordinario, en el que tan sólo podría obtener el cobro de lo adeudado, pero no el desalojo del inmueble.

			2.Los juicios verbales de desahucio

			Es sabido que las pretensiones de desahucio tienen como premisa la posesión de un inmueble o finca rústica o urbana por parte de un tercero, y persiguen hacer cesar en la tenencia o disfrute del mismo a quien lo ocupa, sin pagar renta o merced, y sin razón en derecho distinta de la mera liberalidad o tolerancia del propietario del referido inmueble (SAP Madrid 11ª 25.4.05).

			Pues bien, tal y como ya se ha señalado, se habrán de tramitar a través del juicio verbal todas aquellas pretensiones de desahucio que se fundamenten:

			1.En la falta de pago de la renta o cantidades debidas por el arrendatario (art. 250.1.1º LEC).

			2.En la expiración del plazo de la relación arrendaticia fijado contractual o legalmente (art. 250.1.1º LEC).

			3.En la posesión en precario de la cosa por parte del arrendatario (art. 250.1.2º LEC).

			Veamos el respectivo ámbito de aplicación y los caracteres esenciales de cada uno de ellos.

			2.1. Juicio de desahucio por falta de pago de la renta o cantidades debidas por el arrendatario

			2.1.1.Ámbito de aplicación

			De conformidad con lo establecido en el art. 250.1.1º LEC, se decidirán en juicio verbal, cualquiera que sea su cuantía, las demandas “que, con fundamento en el impago de la renta o cantidades debidas por el arrendatario… pretendan que el dueño, usufructuario o cualquier otra persona con derecho a poseer una finca rústica o urbana, dada en arrendamiento, ordinario o financiero, o en aparcería, recuperen la posesión de dicha finca”. 

			Dicho juicio verbal de desahucio, en consecuencia, tiene por objeto, de un lado, el de enjuiciar el derecho del actor a resolver el contrato arrendaticio y desalojar al arrendatario sobre la base del incumplimiento por parte de este último de la obligación de satisfacer la renta y demás cantidades a que se encuentre obligado, y, de otro lado, el derecho de éste a permanecer en la finca arrendada (SSAP Granada 4ª 22.2.00, Madrid 11ª 15.11.02, Málaga –Melilla- 7ª 31.1.05, Valencia 8ª 10.7.06); su finalidad, pues, es la resolución de un arrendamiento y la recuperación posesoria, a través de la desposesión del demandado, basada en una concreta causa resolutoria, a saber: la falta de pago de “la renta o cantidades debidas por el arrendatario” (SSAP Barcelona 13ª 20.7.06 y 13.9.06).

			De ahí que el objeto de la presente clase de proceso se centre, en resumidas cuentas, en determinar si la conducta del arrendatario es o no encuadrable en dicha causa de resolución (SSAP Barcelona 13ª 6.3.07 y 31.3.08).

			Y todo ello porque uno de los elementos esenciales del contrato de arrendamiento es, junto con la cosa arrendada, el precio que, como contraprestación de la entrega de su uso, ha de abonar el arrendatario al arrendador (art. 1555.1º CC).

			Precio o “renta” al que se refiere el art. 1543 CC, cuando, para definir este contrato, dice que en el arrendamiento de cosas una de las partes -el arrendador- se obliga a dar a la otra parte –el arrendatario- el goce o uso de una cosa por tiempo determinado y precio cierto (SSAP Baleares 3ª 7.5.03 y 18.12.07); y a los que también aluden la LAU (arts. 17-20) y la LAR (arts. 13-16), con relación a los arrendamientos urbanos y rústicos, respectivamente.

			De forma que, incumplida dicha obligación de pago por parte del arrendatario, se abre para el arrendador la posibilidad de resolver el contrato de arrendamiento sobre la base de dicho incumplimiento [arts. 1569.2ª CC, 27.2.a) LAU, 25.a) LAR], resolución que supone para el arrendador la garantía de que no se va a mantener en la posesión de la finca al arrendatario incumplidor de sus obligaciones, entre las que se incluye, y con carácter principal, el pago de la renta del arrendamiento (v. SAP Murcia 5ª 8.5.07).

			2.1.2.La “renta” y las “cantidades debidas por el arrendatario”

			Para que proceda el desahucio por esta causa, por lo tanto, es necesario que el arrendatario incumpla con su obligación de pagar la “renta” o precio del arrendamiento o aquellas otras “cantidades” que sean de su cargo o a cuyo pago se encuentre igualmente obligado.

			1.En lo que se refiere al primero de dichos conceptos, la cuantía de la “renta” será, naturalmente, la que libremente estipulen las partes contratantes (en este sentido, v. arts. 17.1 LAU y 13.1 LAR), pudiendo la misma en algunos casos ser actualizada (vgr. arts. 18 LAU y 13.2 LAR) o elevada como consecuencia  de la realización de mejoras llevadas a cabo por el arrendador en la cosa arrendada (vgr. art. 19 LAU).

			Sin embargo, para que el juicio de desahucio resulte eficaz en orden a solventar el conflicto arrendaticio nacido como consecuencia del incumplimiento por parte del arrendatario de su obligación de pagar la renta, será absolutamente imprescindible que dicha renta se halle debidamente fijada o determinada (que estemos en presencia de un “precio cierto”, en los términos del art. 1543 CC).

			De lo contrario, de existir controversia entre las partes sobre la cuantía de la renta, y como quiera que la jurisprudencia ha tildado a la determinación de la renta de “cuestión compleja” que no puede ser discutida en el sencillo y sumario juicio verbal de desahucio por falta de pago, éste dejará de ser el procedimiento adecuado para enjuiciar tal conflicto para pasar a serlo el juicio ordinario ex art. 249.1.6º LEC (SSAP Valencia 8ª 15.1.01, Barcelona 13ª 21.5.04).

			2.En lo que respecta al segundo de los conceptos arriba enunciados, la situación en la actualidad puede ser resumida del siguiente modo.

			En el marco de los arrendamientos urbanos, en primer término, arrendador y arrendatario podrán pactar de manera expresa en el contrato de arrendamiento que “los gastos generales para el adecuado sostenimiento del inmueble, sus servicios, tributos, cargas y responsabilidades que no sean susceptibles de individualización y que correspondan a la vivienda arrendada o a sus accesorios, sean a cargo del arrendatario” (art. 20.1 LAU), siendo de cuenta de este último, en todo caso, los “gastos por servicios con que cuente la finca arrendada que se individualicen mediante aparatos contadores serán en todo caso de cuenta del arrendatario” (art. 20.3 LAU).

			En este punto, pues, exista una libertad prácticamente ilimitada para que los contratantes pacten qué cantidades, además de la que constituye estrictamente la “renta arrendaticia”, se obliga a pagar el arrendatario.

			Sea como fuere, sin embargo, pese a la ausencia de mención expresa en el contrato de arrendamiento, serán de cargo del arrendatario aquellas cantidades que, una vez pagadas por el arrendador, puedan serle repercutidas legalmente al arrendatario. En este sentido se manifiestan, por ejemplo, la SAP Pontevedra 5ª 24.6.02 y las SSTS 1ª 3.10.08 y 8.10.08 (a propósito del pago del IBI), las SSAP Madrid 11ª 20.12.02 y Málaga 4ª 7.3.07 (en relación con el coste de obras y reparaciones realizadas en la finca arrendada), o las SSAP Burgos 3ª 28.12.07 y Zaragoza 5ª 28.3.08 (con referencia al pago de las cuotas comunitarias de fincas en régimen de propiedad horizontal)…

			En el marco de los arrendamientos rústicos, en segundo lugar, aquél no estará obligado a pagar, además de la renta, sino únicamente aquellas cantidades que, habiendo sido satisfechas previamente por el arrendador, le sean legalmente repercutibles (art. 15.1 LAR) (véase la jurisprudencia citada en el párrafo anterior), equivaliendo el impago de las mismas al impago de la propia renta (art. 15.2 LAR).

			2.1.3.Tiempo y lugar para el pago de la renta

			En orden a determinar el incumplimiento de la obligación de pago de la renta que motive el desahucio del arrendatario, es también relevante tomar en consideración el tiempo y el lugar en que tal obligación de ha de hacerse efectiva.

			Así:

			1.En el ámbito de los arrendamientos del Código Civil, se prevé que “si nada se hubiere pactado sobre el lugar y tiempo del pago del arrendamiento, se estará, en cuanto al lugar, a lo dispuesto en el artículo 1171; y, en cuanto al tiempo, a la costumbre de la tierra” (art. 1574 CC).

			2.En el ámbito de los arrendamientos urbanos, y a diferencia de lo que sucedía bajo la vigencia de la vieja LAU de 1964 (que nada señalaba a este respecto –v. SAP Baleares 3ª 18.12.07-), la actual LAU de 1994 dispone que, salvo pacto en contrario, el pago de la renta será mensual y habrá de efectuarse en los siete primeros días del mes, sin que en ningún caso pueda el arrendador exigir el pago anticipado de más de una mensualidad de renta (art. 17.2 LAU).

			La jurisprudencia ha interpretado que la exigencia de que la renta se abone en los siete primeros días de cada mes implica que en dicho plazo se habrá de satisfacer la totalidad de la renta del mes, es decir, que el pago no se opera a mes vencido sino a mes iniciado (SAP Baleares 3ª 7.5.03).

			Por otro lado, cabe señalar que el pago se efectuará a través de medios electrónicos, si bien, excepcionalmente, cuando alguna de las partes carezca de cuenta bancaria o acceso a medios electrónicos de pago, y a solicitud de ésta, el pago se pueda efectuar en metálico y en la vivienda arrendada (art. 17.3 LAU, redactado conforme a la LDV).

			3.Mientras que, por último, en el ámbito de los arrendamientos rústicos, el pago de la renta se verificará en la forma y lugar pactados y, en defecto de pacto o costumbre aplicable, se abonará en metálico por años vencidos en el domicilio del arrendatario (art. 14 LAR).

			2.1.4.El retraso en el pago de la renta como posible causa de desahucio por falta de pago: doctrina jurisprudencial contradictoria

			El hecho, precisamente, de que las normas dispongan el tiempo en que el arrendatario ha de satisfacer la renta al arrendador, salvo que exista un pacto expreso en este sentido en el propio contrato de arrendamiento, suscita la duda de determinar si el retraso en el pago de la renta, es decir, si el incumplimiento por parte del arrendatario de los requisitos de tiempo que ha aceptado o le han sido impuestos en este sentido contractual o legalmente, es capaz o no de determinar la resolución del arrendamiento y, con él, el éxito de una eventual acción de desahucio por falta de pago dirigida en su contra por los trámites del juicio verbal ex art. 250.1.1º LEC.

			A este respecto, hay que señalar que las normas legales guardan silencio. Mientras que, desgraciadamente, la jurisprudencia, que hasta hace bien poco venía sosteniendo una única orientación en torno a los efectos que ocasiona el pago tardío de la renta, recientemente se ha decantado por sostener la orientación contraria.

			En efecto:

			1.Hasta la STS 1ª 19.12.08, tanto la jurisprudencia del propio Tribunal Supremo (vgr. STS 1ª 24.7.08), cuanto, sobre todo, la jurisprudencia emanada de nuestras Audiencias Provinciales (SSAP Bizkaia 1ª 22.10.04, Barcelona 13ª 17.2.05 y 6.3.07, Murcia 5ª 8.5.07, Sevilla 5ª  21.5.07, Asturias 5ª 16.10.07, Barcelona 13ª 31.3.08, entre otras muchas), sostuvieron que el retraso en el pago de la renta es capaz de determinar el éxito de la acción de desahucio cuando dicho retraso es reiterado, esto es, cuando afecta a más de una mensualidad de renta.

			Por consiguiente, para dicha corriente jurisprudencial el retraso en el pago de una única mensualidad de renta no constituía infracción de entidad suficiente como para determinar el desahucio del arrendatario incumplidor de su obligación de pago tempestivo de la renta.

			Bien es verdad que alguna que otra resolución exigía que el pago tardío se produjese antes de que venciera completamente el mes impagado (así, vgr. SAP Barcelona 13ª 17.2.05 y 31.3.08); pero la tónica general era la de propugnar la vigencia del contrato de arrendamiento mientras las mensualidades tardíamente impagadas se redujeran a una sola (más aún si en el contrato se había pactado que la resolución del mismo por falta de pago únicamente tendría lugar ante incumplimientos reiterados de dicha obligación de pago de la renta; v. SAP Murcia 5ª 8.5.07).

			Incluso la jurisprudencia había llegado a admitir que el pago tardío o retrasado se proyectase sobre varias mensualidades de renta cuando el arrendatario, aún unilateralmente, hubiese optado por satisfacer la renta a mes vencido en lugar de hacerlo a primeros de mes (v. SAP Sevilla 5ª 21.5.07).

			Dicha orientación jurisprudencial, que situaba como premisa la necesaria interpretación restrictiva de las causas de resolución de los contratos, se justificaba, fundamentalmente, en el consideración de que la procedencia del desahucio, y sus drásticos efectos, únicamente podrían tener lugar ante un incumplimiento grave de su obligación contractual de pago por parte del arrendatario, producido como consecuencia de una conducta de éste que de un modo indubitado, absoluto, definitorio e irreparable lo originase (SSAP Barcelona 13ª 17.2.05, Murcia 5ª 8.5.07).

			Se venía a decir, así, que a lo que la Ley arrendaticia otorga efectos resolutorios es a la falta de pago de las rentas, no al mero retraso en su abono (SAP Barcelona 13ª 6.3.07), y ello porque no es posible estimar el desahucio por el incumplimiento del pago de una sola mensualidad, pues en la mayor parte de los casos tal demora no demuestra una voluntad de incumplimiento del pago de la obligación económica asumida por el arrendatario (SAP Murcia 5ª 8.5.07). 

			En suma, el simple retraso en el pago equivalía a un cumplimiento defectuoso que no debía conllevar la drástica consecuencia de la resolución contractual que supone el desahucio (SAP Asturias 5ª 16.10.07).

			Por este motivo, se afirmaba, el ejercicio de la acción de desahucio por parte del arrendador, por una única mensualidad de renta, y sin haber realizado previamente ninguna reclamación extrajudicial de pago al arrendatario, era contrario a la buena fe que debe presidir todas las relaciones contractuales (SAP Murcia 5ª 8.5.07).

			2.Sin embargo, no hace mucho que la Sala Primera del Tribunal Supremo parece haber dado un giro radical a la expuesta orientación jurisprudencial, decantándose ahora por sostener que el retraso en el pago de la renta, aunque solamente sea de una única mensualidad, es causa suficiente como para determinar el éxito de una eventual acción de desahucio que el arrendador haya decidido interponer sobre la base de dicho pago tardío.

			Así se desprende de lo declarado por la STS 1ª 19.12.08, en la que, tomando como premisa general la de que “el incumplimiento contractual no requiere de una persistente y tenaz resistencia a la observancia de lo convenido, sino que es suficiente que tal incumplimiento se produzca y frustre las legítimas expectativas de la otra parte”, se concluye, ya en el concreto ámbito arrendaticio, en que “el pago de la renta verificado fuera del plazo no excluye la aplicabilidad de la causa de resolución arrendaticia prevista en la Ley de Arrendamientos Urbanos, y ello aunque dicha demanda se funde en el impago de una única mensualidad de renta y esta haya sido satisfecha extemporáneamente” (la cursiva es nuestra).

			Y ello, además, porque, por ser el contrato de arrendamiento oneroso y conmutativo, “es evidente que la primera obligación del arrendatario es la de pagar la renta”, de modo que “salvo cuando las partes hayan acordado que su abono se efectúe en un solo momento, este contrato es de tracto sucesivo y el impago de una sola mensualidad de renta puede motivar la resolución contractual” (de nuevo nos responsabilizamos de la letra en cursiva).

			En este mismo sentido se ha manifestado también la posterior STS 1ª 26.3.09, la cual, como la resolución anteriormente citada, incide en la doctrina según la cual el pago tardío de la renta arrendaticia (incluso el de una única mensualidad) es capaz de justificar por sí solo la estimación judicial de la pretensión de desahucio.

			En concreto, en esta última sentencia del Tribunal Supremo se aduce como fundamento de dicha doctrina los siguientes tres argumentos:

			a)En aquellos casos en que en el propio contrato se haya estipulado un plazo máximo de retraso en el pago, previendo expresamente que después de vencido este plazo el arrendador podrá promover el desahucio, carece de sentido plantearse si un retraso superior constituye ya incumplimiento resolutorio o mero retraso, pues las propias partes lo han configurado como incumplimiento justificativo del desahucio, y al propio contrato habrá de estarse conforme al art. 1255 CC.

			b)La consideración de otros plazos diferentes por los tribunales, para distinguir el mero retraso del incumplimiento resolutorio, conduciría a la m
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